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Resumen: El presente trabajo analiza las implicaciones que la Ley Orgánica para 
la Celeridad y Optimización de Trámites Administrativos, publicada en 2026, pue-
de producir sobre el Derecho Mercantil venezolano. A partir de una aproximación 
dogmática y comparada, se examina la relación entre simplificación administrativa y 
seguridad del tráfico mercantil, así como la incidencia de la nueva regulación sobre la 
reserva legal, el Registro Mercantil y la digitalización de los procedimientos.
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INTRODUCCIÓN

El presente artículo analiza la Ley Orgánica para la Celeridad y Optimización 
de Trámites Administrativos (en lo sucesivo, la «Ley»), sancionada por la Asamblea 
Nacional el 26 de marzo de 2026 y cuyo carácter orgánico fue declarado constitucional 
por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia el 27 de marzo de 2026. El 
análisis se elabora desde la perspectiva del Derecho mercantil venezolano, comparando 
la Ley con el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Simplificación de Trámites 
Administrativos de 2014 (en lo sucesivo, el «Decreto-Ley de 2014»).

La promulgación de la Ley constituye uno de los desarrollos normativos más 
relevantes en materia de simplificación administrativa de los últimos años en Vene-
zuela. Su propósito declarado consiste en establecer las bases normativas necesarias 
para agilizar y optimizar los trámites y procedimientos administrativos, reduciendo los 
tiempos de respuesta y facilitando las relaciones entre los particulares y la Administra-
ción Pública.

Aunque se trata de una norma cuya ubicación natural corresponde al ámbito 
del Derecho Administrativo, sus efectos potenciales trascienden dicha disciplina. La 
actividad económica organizada y, en particular, el ejercicio de la empresa, dependen 
de manera creciente de la eficiencia de los procedimientos administrativos vinculados 
con la constitución y funcionamiento de las sociedades mercantiles, la obtención de 
autorizaciones y permisos, el cumplimiento de obligaciones regulatorias, la actuación 
de los registros mercantiles y la interacción con los diversos órganos y entes del Estado.

Toda reforma orientada a simplificar o transformar tales procedimientos posee 
una indudable incidencia sobre el tráfico mercantil y sobre las condiciones en las que se 
desarrolla la actividad empresarial. Este enfoque se inserta, además, en una línea de re-
flexión ya abierta por la doctrina mercantil venezolana reciente. La V Edición Especial 
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de la Revista Venezolana de Derecho Mercantil, dedicada a una eventual reforma del 
Código de Comercio, identificó expresamente como ejes prioritarios la modernización 
tecnológica, la digitalización, la seguridad jurídica, la reducción de la burocracia y la 
transparencia registral en el ámbito mercantil. Ello confirma que el análisis de una ley 
de simplificación administrativa no resulta ajeno al Derecho Mercantil, en la medida 
en que sus efectos pueden incidir directamente sobre el funcionamiento del Registro 
Mercantil, la constitución de sociedades y la seguridad del tráfico jurídico-económico1.

La relevancia económica de la simplificación administrativa ha sido reconocida 
internacionalmente por los sucesivos proyectos de medición del clima de negocios del 
Banco Mundial. El informe Business Ready (B-READY) 2025, sucesor del desconti-
nuado Doing Business, evalúa a 101 economías bajo un marco de tres pilares —marco 
normativo, servicios públicos y eficiencia operativa— y concluye que, en promedio, las 
economías del mundo solo han recorrido cerca del 60 % del camino hacia un entorno 
favorable para los negocios2. Más relevante aún, el informe documenta una brecha de 
eficiencia persistente a nivel global, esto es, la facilidad real para cumplir con las regu-
laciones y el acceso efectivo a los servicios públicos están sistemáticamente rezagados 
respecto de la solidez de las normas escritas, lo que indica que muchas economías son 
más eficaces redactando leyes que implementándolas en la práctica.

La simplificación administrativa constituye mucho más que una cuestión de or-
ganización interna del Estado. La existencia de procedimientos previsibles, oportunos 
y técnicamente eficientes contribuye a reducir costos de transacción, disminuir brechas 
de información, favorecer la formalización de la actividad económica y fortalecer la 
seguridad jurídica, elementos todos ellos estrechamente vinculados con las funciones 
tradicionales del Derecho Mercantil. Por el contrario, la incertidumbre normativa, la 
excesiva burocracia y la desconexión entre instituciones públicas terminan repercutien-
do negativamente sobre la competitividad, la inversión y la confianza necesaria para el 
adecuado desenvolvimiento del tráfico jurídico-económico.

La nueva Ley introduce elementos potencialmente favorables para la actividad 
empresarial, entre los que destacan el reconocimiento expreso de la seguridad jurídi-
ca y de la subsanabilidad como principios rectores, la incorporación de mandatos de 
modernización e interoperabilidad institucional y la posibilidad de adoptar medidas 
dirigidas a eliminar formalidades innecesarias. Sin embargo, también plantea impor-
tantes interrogantes desde la perspectiva mercantil, particularmente en relación con el 

1	 Diego Thomás Castagnino, «Metodología para la elaboración de los ejes temáticos y la organización de las mesas de 
discusión», Revista Venezolana de Derecho Mercantil, V Edición Especial, n.º 5 (2026): XVII-XXII.

2	 Banco Mundial, Business Ready 2025 (Washington, DC: Banco Mundial, 2025), 21, https://hdl.handle.net/10986/44047.
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alcance de las potestades conferidas al Ejecutivo Nacional, la supresión del Instituto 
Nacional para la Gestión Eficiente de Trámites y Permisos (INGETYP), la ausencia de 
un instituto técnico equivalente y la incertidumbre derivada de la cláusula derogatoria 
contenida en la propia Ley.

A diferencia del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Simplificación 
de Trámites Administrativos de 2014, caracterizado por un enfoque regulatorio e ins-
titucional, la nueva Ley presenta una naturaleza predominantemente programática. En 
efecto, sus disposiciones no producen por sí mismas una simplificación inmediata de 
los procedimientos administrativos, sino que habilitan al Ejecutivo Nacional y a los 
distintos órganos y entes de la Administración Pública para adoptar las medidas que 
harán posible la materialización de los objetivos perseguidos por el legislador. Ello im-
plica que el verdadero alcance de la reforma dependerá, en gran medida, del desarrollo 
reglamentario posterior, de la calidad técnica de los instrumentos que se dicten y de la 
capacidad de las instituciones para garantizar su efectiva implementación.

El presente trabajo tiene por objeto examinar las principales implicaciones que 
la Ley Orgánica para la Celeridad y Optimización de Trámites Administrativos puede 
producir respecto del Derecho Mercantil venezolano. Para ello, se analizará la relación 
entre simplificación administrativa y seguridad del tráfico mercantil, la incidencia de la 
nueva regulación sobre el Registro Mercantil y la constitución de sociedades, el papel 
de la digitalización y de la interoperabilidad institucional en la modernización del trá-
fico jurídico-económico, así como los riesgos derivados de la desaparición del instituto 
especializado en materia de simplificación administrativa.

La tesis que se sostiene es que la nueva Ley constituye un avance parcial en 
materia de modernización administrativa y puede contribuir a la reducción de costos 
de transacción y al fortalecimiento de la actividad empresarial. La preservación de la 
seguridad del tráfico mercantil exige que los procesos de simplificación se desarrollen 
dentro de los límites impuestos por la reserva legal, la publicidad registral y la nece-
sidad de mantener una institucionalidad técnica capaz de garantizar la estabilidad y 
previsibilidad que demandan las relaciones económicas contemporáneas.

1. La simplificación administrativa como presupuesto para la eficiencia 
económica y la seguridad del tráfico mercantil

La actividad mercantil contemporánea se desarrolla en un entorno caracterizado 
por una creciente interacción entre los operadores económicos y la Administración 
Pública. La constitución de sociedades, la inscripción de actos corporativos, la obten-
ción de autorizaciones administrativas, el cumplimiento de obligaciones regulatorias 
y el acceso a diversos registros y sistemas de información son solo algunas de las 
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manifestaciones de esta relación. La eficiencia de los procedimientos administrativos 
constituye un factor de especial relevancia para el adecuado funcionamiento del tráfico 
jurídico-económico.

La simplificación administrativa no debe entenderse exclusivamente como una 
cuestión de organización interna del Estado. Su adecuada implementación repercute 
directamente sobre la seguridad jurídica, la reducción de costos de transacción y la 
competitividad económica. En este sentido, la eficiencia administrativa y la seguridad 
del tráfico mercantil aparecen como fenómenos estrechamente vinculados.

1.1. La seguridad jurídica y la función económica del Derecho 
Mercantil

La función histórica del Derecho Mercantil ha consistido en proporcionar certeza 
y previsibilidad a las relaciones económicas. Las instituciones mercantiles tienen por 
finalidad proporcionar estabilidad y seguridad a las relaciones económicas, permitien-
do a los operadores actuar sobre la base de expectativas razonablemente previsibles. 
La seguridad jurídica constituye, por tanto, uno de los presupuestos esenciales para 
el desarrollo de la empresa y la inversión. La incertidumbre normativa y la excesiva 
complejidad administrativa terminan afectando negativamente la circulación de bienes 
y servicios, el acceso al crédito y la confianza necesaria para el desenvolvimiento del 
mercado.

1.2. La reducción de costos de transacción

La relevancia económica de la simplificación administrativa puede comprender-
se a la luz de la teoría de los costos de transacción desarrollada por Ronald Coase. En 
su célebre trabajo «The Nature of the Firm», el autor explicó que la existencia de costos 
asociados a la negociación, coordinación y ejecución de las transacciones constituye 
uno de los factores que determinan la organización de la actividad económica3.

Dentro de estos costos de transacción se encuentran no solo aquellos derivados 
de las relaciones entre particulares, sino también los originados por procedimientos ad-
ministrativos excesivamente complejos, la duplicidad de requisitos, la falta de coordi-
nación institucional y los retrasos en la respuesta de los órganos del Estado. La simpli-
ficación administrativa puede entenderse como un mecanismo destinado a reducir los 
costos que enfrentan los agentes económicos en sus relaciones con la Administración 
Pública, favoreciendo una asignación más eficiente de recursos y facilitando el desa-
rrollo de la actividad empresarial.

3	 Ronald H. Coase, «The Nature of the Firm», Economica 4, n.º 16 (1937): 386-405.
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La importancia de la reducción de costos de transacción para el Derecho Mer-
cantil contemporáneo ha sido destacada recientemente desde la perspectiva del análi-
sis económico del Derecho inspirado en la Escuela Austríaca. En este sentido, se ha 
sostenido que las instituciones jurídicas desempeñan una función coordinadora que 
contribuye a disminuir la incertidumbre y a facilitar la cooperación entre los agentes 
económicos, permitiendo el desenvolvimiento de los intercambios voluntarios y la ge-
neración de riqueza4. Desde esta óptica, la simplificación administrativa no constituye 
únicamente una cuestión de eficiencia burocrática, sino un mecanismo orientado a re-
ducir fricciones institucionales y a fortalecer el marco de seguridad jurídica indispen-
sable para el funcionamiento del mercado.

1.3. El Registro Mercantil y la reducción de brechas de información

La seguridad del tráfico mercantil descansa en buena medida sobre instituciones 
destinadas a reducir las brechas de información y a proporcionar certeza respecto de 
determinadas situaciones jurídicas relevantes para terceros. En este sentido, Mármol 
Marquís apunta que los sistemas de publicidad mercantil «se plantean dentro de la 
concepción de que existen numerosas facetas, dentro de la vida del comerciante y del 
ejercicio de su profesión, que es importante sean conocidas por la generalidad»5.

Por su parte, Morles Hernández señala que el Registro Mercantil cumple dos 
clases de funciones, a saber: (i) funciones de control de la constitución y del funciona-
miento de las sociedades anónimas y de responsabilidad limitada; y (ii) funciones de 
publicidad en interés de los empresarios y de los terceros6. Goldschmidt apunta que la 
función del registro consiste en «dar a los terceros la posibilidad de informarse»7. Así, 
el Registro Mercantil cumple una función esencial de publicidad jurídica destinada a 
garantizar la cognoscibilidad y oponibilidad de los actos inscritos, contribuyendo así a 
la protección de terceros y a la estabilidad del tráfico mercantil. La eficiencia del siste-
ma registral posee, por tanto, una dimensión económica que trasciende la mera orga-
nización administrativa. Los retrasos, la falta de uniformidad de criterios y la excesiva 
burocracia terminan incrementando los costos de transacción y afectando la confianza 
indispensable para el funcionamiento del mercado.

4	 Diego Thomás Castagnino, «El análisis económico del derecho desde la Escuela Austríaca y sus implicaciones en el 
derecho mercantil contemporáneo», Revista Venezolana de Derecho Mercantil, n.º 14 (2025): 19-34.

5	 Hugo Mármol Marquís, Fundamentos de Derecho Mercantil. Parte general (Caracas: Ediciones Líber, 1999), 215.
6	 Alfredo Morles Hernández, Curso de Derecho Mercantil. Introducción. La empresa. El empresario, t. I, 9ª ed. (Caracas: 

Universidad Católica Andrés Bello, 2007), 376.
7	 Roberto Goldschmidt, Curso de Derecho Mercantil, (Caracas: Universidad Católica Andrés Bello – Fundación Roberto 

Goldschmidt, 2001), 139.
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1.4. Simplificación administrativa y competitividad económica

La simplificación administrativa constituye igualmente un instrumento para 
mejorar la competitividad y favorecer la formalización de la actividad económica. El 
informe Business Ready 2025 del Banco Mundial ha destacado que las regulaciones 
bien diseñadas y los servicios públicos eficaces reducen la incertidumbre y los costos 
de cumplimiento para las empresas, lo que facilita la asignación eficiente de recursos 
y fomenta la inversión. B-READY evalúa expresamente todo el ciclo de vida empre-
sarial —apertura, operación o expansión, y cierre o reorganización—, indicando que 
los menores costos de cumplimiento y los servicios públicos más eficientes no solo 
facilitan la creación de empresas, sino también su operación continua, su expansión y 
su reorganización8.

La experiencia comparada demuestra que procedimientos más simples, tiempos 
de respuesta más breves y una mayor coordinación institucional contribuyen a dis-
minuir los costos asociados al inicio y desarrollo de actividades empresariales, favo-
reciendo la inversión y la competitividad. Sin embargo, la búsqueda de una mayor 
celeridad no puede realizarse en detrimento de las garantías que hacen posible la segu-
ridad del tráfico mercantil. La simplificación administrativa no debe confundirse con la 
eliminación indiscriminada de controles ni con la alteración de instituciones cuya exis-
tencia responde a la necesidad de proteger a terceros, preservar la publicidad registral 
y asegurar la estabilidad de las relaciones económicas.

Precisamente por ello, la simplificación administrativa y la seguridad jurídica no 
constituyen objetivos contrapuestos, sino principios complementarios. La verdadera 
eficiencia económica exige la coexistencia de procedimientos ágiles con mecanismos 
institucionales capaces de garantizar la previsibilidad y la confianza que demandan las 
relaciones mercantiles contemporáneas.

8	 Banco Mundial, Business Ready 2025 (Washington, DC: Banco Mundial, 2025), 3, 13, 16–17, 22, https://hdl.handle.
net/10986/44047.
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2. La naturaleza programática de la ley y el cambio de modelo regulatorio

La Ley Orgánica para la Celeridad y Optimización de Trámites Administrativos 
representa un cambio significativo respecto del modelo previsto en el Decreto con Ran-
go, Valor y Fuerza de Ley de Simplificación de Trámites Administrativos de 2014. Más 
allá de las diferencias puntuales entre ambos instrumentos, la principal transformación 
radica en la lógica regulatoria que inspira cada uno de ellos.

En efecto, el Decreto-Ley de 2014 respondía a un modelo esencialmente insti-
tucional y procedimental. Junto a la proclamación de principios y objetivos, establecía 
mecanismos concretos para su ejecución, regulaba procedimientos específicos y creaba 
una autoridad administrativa especializada —el Instituto Nacional para la Gestión Efi-
ciente de Trámites y Permisos (INGETYP)— dotada de personalidad jurídica, patrimo-
nio propio y competencias de supervisión y coordinación.

La Ley Orgánica de 2026 adopta una aproximación distinta. Su contenido se 
caracteriza por la consagración de principios generales, la atribución de competencias 
al Ejecutivo Nacional y la imposición de mandatos dirigidos a los órganos y entes de la 
Administración Pública. Sin embargo, la Ley no desarrolla mecanismos equivalentes 
a los previstos en el régimen anterior ni establece una institución técnica especializada 
que sustituya al INGETYP.

La nueva regulación posee una naturaleza predominantemente programática. Las 
disposiciones contenidas en ella no producen por sí mismas una simplificación inme-
diata de los trámites administrativos, sino que crean un marco normativo habilitante 
destinado a servir de fundamento para la posterior adopción de medidas reglamentarias 
y administrativas.

Ello implica que los efectos reales de la Ley dependerán, en gran medida, de la 
calidad técnica de los decretos y demás instrumentos normativos que se dicten para su 
ejecución, así como de la capacidad institucional de los distintos órganos del Estado 
para materializar los objetivos perseguidos por el legislador.

Esta circunstancia reviste especial importancia desde la perspectiva mercantil. 
La previsibilidad y estabilidad del marco regulatorio constituyen factores esenciales 
para la actividad económica. El funcionamiento del mercado presupone la existencia 
de reglas suficientemente estables y cognoscibles que permitan a los operadores econó-
micos desarrollar racionalmente sus actividades.

Una regulación cuya eficacia práctica depende fundamentalmente de desarrollos 
normativos posteriores introduce inevitablemente un elemento de incertidumbre respecto 
del contenido definitivo de las medidas que habrán de implementarse. No obstante, 
la naturaleza programática de la Ley no constituye, por sí misma, una característica 
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negativa. La utilización de normas de principios y habilitaciones regulatorias permite 
dotar al sistema de una mayor flexibilidad y facilitar la adaptación de las políticas 
públicas a las cambiantes necesidades económicas y tecnológicas.

Los procesos de simplificación administrativa suelen desarrollarse de manera 
gradual y progresiva, requiriendo ajustes continuos y mecanismos flexibles de imple-
mentación. La existencia de un marco general puede favorecer la modernización admi-
nistrativa, siempre que se preserve la seguridad jurídica y se garantice la existencia de 
límites claros al ejercicio de las potestades conferidas a la Administración.

La nueva Ley incorporó de manera expresa a la seguridad jurídica como princi-
pio rector y en la introducción de la cláusula de respeto a la reserva legal en el ejercicio 
de las competencias atribuidas al Presidente de la República. Ambas previsiones repre-
sentan mecanismos destinados a evitar que la simplificación administrativa se traduzca 
en una alteración de instituciones cuya regulación corresponde al legislador.

Sin embargo, la supresión del Instituto Nacional para la Gestión Eficiente de 
Trámites y Permisos (INGETYP) y la ausencia de una autoridad técnica equivalente 
generan dudas respecto de la capacidad institucional necesaria para asegurar una apli-
cación uniforme de las políticas de simplificación administrativa. En efecto, mientras 
el Decreto-Ley de 2014 descansaba sobre una estructura administrativa especializada, 
el nuevo modelo parece confiar fundamentalmente en la actuación coordinada de los 
diversos órganos y entes de la Administración y en las facultades atribuidas al Ejecu-
tivo Nacional.

El verdadero impacto de la Ley sobre la actividad empresarial y sobre el tráfico 
mercantil dependerá menos de sus declaraciones programáticas y más del contenido 
concreto de los decretos, reglamentos y mecanismos de ejecución que se desarrollen 
en los próximos años. La modernización administrativa no constituye un resultado 
automático derivado de la promulgación de una norma jurídica, sino un proceso com-
plejo cuya eficacia depende de la existencia de instituciones adecuadas, de la calidad 
técnica de la regulación y de la capacidad efectiva para transformar la cultura buro-
crática existente.

Esta circunstancia adquiere especial relevancia en materia de interoperabilidad y 
simplificación regulatoria. Paradójicamente, la Ley proclama ambiciosos objetivos de 
modernización administrativa y coordinación institucional, pero al mismo tiempo su-
prime el INGETYP sin prever la creación de un órgano técnico equivalente encargado 
de dirigir, coordinar, supervisar y evaluar tales procesos. Si bien el INGETYP no logró 
generar un impacto significativo en la vida cotidiana de los ciudadanos, ni superar los 
problemas estructurales de burocracia y falta de interoperabilidad digital, su desapari-
ción plantea una interrogante fundamental: ¿qué órgano será el responsable de definir 
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los estándares técnicos, coordinar las políticas públicas y garantizar la implementación 
efectiva de las medidas de simplificación previstas por el legislador? La ausencia de 
una respuesta expresa en la Ley podría traducirse en un vacío institucional que compro-
meta el logro de los objetivos que la propia norma persigue.

3. La reserva legal y la protección de las instituciones mercantiles

La simplificación administrativa constituye un objetivo legítimo y necesario para 
favorecer la actividad económica y reducir las cargas burocráticas que recaen sobre los 
particulares. Sin embargo, la búsqueda de una mayor eficiencia administrativa no pue-
de traducirse en una alteración de aquellas instituciones cuya regulación corresponde 
al legislador y cuya existencia responde a exigencias propias de la seguridad del tráfico 
jurídico.

La especial protección que reciben las instituciones mercantiles encuentra fun-
damento en el principio constitucional de reserva legal. Como se ha sostenido en la 
doctrina venezolana, la legislación mercantil constituye una materia de competencia 
nacional cuya regulación corresponde al Poder Legislativo, en atención a las implica-
ciones económicas y sociales que comporta la actividad empresarial y a la necesidad 
de garantizar derechos constitucionales como la libertad económica, la libertad de em-
presa y la propiedad privada9. En consecuencia, la simplificación administrativa no 
puede devenir en una habilitación para alterar, mediante actos sublegales o decisiones 
administrativas, instituciones cuya configuración esencial corresponde al legislador.

La incorporación expresa de la cláusula de respeto a la reserva legal en el artículo 
6 de la Ley Orgánica para la Celeridad y Optimización de Trámites Administrativos 
constituye, en este sentido, una suerte de énfasis sobre una garantía particularmente 
relevante desde la perspectiva del Derecho Mercantil. En efecto, gran parte de las ins-
tituciones que sirven de soporte a la actividad empresarial se encuentran reguladas por 
normas con rango legal, de manera que su modificación o supresión no puede ser ob-
jeto de decisiones administrativas adoptadas por vía reglamentaria. A ello se suma una 
condición de procedencia igualmente relevante presente en el artículo 6.1 conforme al 
cual las medidas presidenciales solo resultan válidas si se traducen en la adecuación del 
trámite respectivo a una respuesta en menor plazo o en la facilitación del trámite para 
los interesados, lo que impone un parámetro adicional de control además de la propia 
reserva legal.

9	 Diego Thomás Castagnino, «El principio de la reserva legal en materia mercantil», Revista de la Facultad de Derecho, 
n.° 75 (2020-2021): 401-405.
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La relación entre Derecho Administrativo y Derecho Mercantil ha sido reciente-
mente destacada por Badell Madrid, quien señala que la actividad registral de la Admi-
nistración constituye un punto de convergencia fundamental entre ambas disciplinas, 
al configurar un servicio público orientado a dotar de seguridad jurídica, publicidad y 
control legal a los actos del tráfico comercial10. Esta afirmación permite comprender 
por qué una ley formalmente administrativa puede tener consecuencias directas sobre 
instituciones centrales del Derecho Mercantil.

3.1. La seguridad del tráfico mercantil como límite a la simplificación 
administrativa

La seguridad del tráfico jurídico constituye una de las funciones tradicionales del 
Derecho Mercantil. Las instituciones mercantiles persiguen la protección de la confian-
za necesaria para el desenvolvimiento de las relaciones económicas y la circulación de 
la riqueza. Es que el Derecho Mercantil se caracteriza por la necesidad de proporcionar 
certeza y estabilidad a las relaciones jurídicas derivadas de la actividad empresarial.

Ello explica que numerosas instituciones mercantiles hayan sido diseñadas pre-
cisamente para proteger a terceros y reducir los riesgos inherentes al tráfico econó-
mico. La publicidad registral, la llevanza obligatoria de libros, los requisitos para la 
constitución de sociedades, las normas sobre representación y las exigencias impuestas 
a sectores regulados no constituyen simples formalidades administrativas, sino meca-
nismos jurídicos destinados a preservar la transparencia y la confianza del mercado. La 
simplificación administrativa no puede confundirse con la eliminación indiscriminada 
de controles cuya existencia responde a finalidades propias del Derecho Mercantil.

3.2. El Registro Mercantil como institución sometida a reserva legal

Entre las instituciones que podrían verse indirectamente afectadas por la aplica-
ción de la Ley se encuentra el Registro Mercantil. El Registro Mercantil no constituye 
un mero sistema administrativo de archivo documental, sino una institución jurídica 
destinada a garantizar la publicidad y oponibilidad de determinadas situaciones rele-
vantes para terceros. De manera que las normas relativas a la organización y funcio-
namiento del Registro Mercantil no pueden ser examinadas exclusivamente desde una 
perspectiva de eficiencia administrativa. Su existencia responde a finalidades superio-
res vinculadas con la transparencia y la seguridad jurídica.

10	 Rafael Badell Madrid, «Relaciones del Derecho Administrativo y el Derecho Mercantil», Revista Venezolana de Derecho 
Mercantil, V Edición Especial, n.º 5 (2026): 792-793.
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3.3. La constitución de sociedades y la publicidad mercantil

La constitución de sociedades mercantiles es también una materia donde conver-
gen elementos administrativos y mercantiles. La publicidad de los estatutos sociales, 
las reformas estatutarias, los nombramientos de administradores y el otorgamiento de 
poderes representan instrumentos destinados a permitir que terceros puedan conocer la 
estructura jurídica y la representación de la empresa.

La publicidad registral constituye una garantía para quienes se relacionan con 
los empresarios y las sociedades mercantiles. Desde esta perspectiva, la simplificación 
procedimental puede contribuir a reducir tiempos y costos, pero no puede traducirse en 
una disminución de las garantías mínimas de publicidad y cognoscibilidad necesarias 
para el adecuado funcionamiento del mercado.

La simplificación administrativa impulsada por la Ley puede igualmente produ-
cir efectos favorables sobre los procedimientos de constitución y funcionamiento de 
las sociedades mercantiles. La incorporación de principios como la subsanabilidad y 
los mandatos de modernización e interoperabilidad previstos en los artículos 3, 5, 10 
y 11 podrían contribuir a reducir tiempos de respuesta, eliminar cargas documentales 
innecesarias y favorecer una mayor coordinación entre los distintos órganos de la Ad-
ministración Pública vinculados con la actividad empresarial.

La interoperabilidad institucional podría facilitar, progresivamente, el intercam-
bio de información entre los registros mercantiles, la administración tributaria y otros 
organismos públicos, reduciendo la reiteración de recaudos y permitiendo una gestión 
más eficiente de los procedimientos societarios. Del mismo modo, la digitalización de 
los expedientes y la utilización de plataformas electrónicas podrían servir de funda-
mento para futuras iniciativas de modernización en materia de constitución de socie-
dades. Tales posibilidades poseen un carácter esencialmente potencial, pues la Ley no 
establece mecanismos técnicos específicos ni desarrolla procedimientos concretos que 
permitan asegurar la efectiva materialización de estos objetivos.

3.4. Sectores regulados y reserva legal

La problemática adquiere particular importancia en sectores sometidos a una in-
tensa regulación, como la actividad bancaria, aseguradora y bursátil. En estos ámbitos, 
numerosos requisitos administrativos encuentran fundamento en disposiciones legales 
cuya finalidad consiste en proteger intereses públicos y privados particularmente sen-
sibles, tales como la estabilidad del sistema financiero, la protección del ahorro y la 
transparencia del mercado. Por ello, la cláusula de respeto a la reserva legal adquiere 
especial relevancia, pues impide que las potestades atribuidas al Ejecutivo Nacional 
puedan proyectarse sobre materias cuya regulación corresponde al legislador.
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De modo que la simplificación administrativa puede facilitar procedimientos y 
reducir cargas innecesarias, pero no puede implicar una alteración sustancial de los 
mecanismos de supervisión y control previstos en leyes especiales.

3.5. Simplificación procedimental y alteración de instituciones 
mercantiles

Resulta necesario distinguir entre dos fenómenos jurídicamente diferentes. Por 
una parte, se encuentra la simplificación procedimental, que comprende la eliminación 
de duplicidades, la reducción de formalidades innecesarias, la digitalización de trámi-
tes y la interoperabilidad institucional. Por otra parte, se encuentra la alteración sustan-
cial de instituciones mercantiles, la cual supone la modificación del régimen jurídico 
aplicable a materias sometidas a reserva legal.

La primera resulta compatible con los principios que inspiran la Ley y puede 
contribuir significativamente a reducir costos de transacción y favorecer la actividad 
empresarial. La segunda, por el contrario, comprometería la seguridad del tráfico mer-
cantil y podría generar escenarios de incertidumbre incompatibles con las exigencias 
de estabilidad y previsibilidad propias del mercado. La interpretación de las facultades 
conferidas por la Ley debe realizarse de manera que la simplificación administrativa 
opere como un mecanismo de eficiencia y modernización, pero sin afectar aquellas 
instituciones mercantiles cuya existencia constituye una garantía para la transparencia, 
la protección de terceros y la seguridad jurídica.

La verdadera modernización del Estado no consiste en sustituir la seguridad 
jurídica por la celeridad administrativa, sino en hacer compatibles ambas exigencias 
mediante procedimientos más eficientes que preserven las instituciones fundamentales 
sobre las cuales descansa el tráfico mercantil.

3.6. La cláusula derogatoria y la incertidumbre sobre el régimen 
subsistente

La disposición derogatoria única de la Ley establece que quedan derogadas «to-
das las normas o disposiciones que colidan con esta Ley», fórmula genérica que no 
identifica expresamente qué preceptos del Decreto-Ley de 2014 resultan incompatibles 
con el nuevo régimen. Esta indeterminación plantea una interrogante de particular rele-
vancia para el Derecho Mercantil, esto es, si la propia Ley —y no solo los decretos que 
llegasen a dictarse en su desarrollo— ha derogado ya, por vía de colisión tácita, dispo-
siciones del Decreto-Ley de 2014 con incidencia directa sobre la actividad empresarial.

Un examen de las disposiciones del Decreto-Ley de 2014 permite distinguir, 
al menos provisionalmente, tres categorías. En primer lugar, las normas relativas al 
INGETYP y a los planes de simplificación con contenido mínimo resultan muy proba-
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blemente derogadas, en la medida en que la propia Ley ordena expresamente la supre-
sión del Instituto y sustituye el esquema de planificación por la potestad reglamentaria 
presidencial. En segundo lugar, las garantías relativas a la presunción de buena fe, al 
control posterior, al servicio de atención al público y a las ventanillas únicas no coli-
sionan, en sentido estricto, con la nueva Ley —más bien la complementan—, pero al 
haber perdido su ejecutor institucional, su vigencia formal podría no traducirse en una 
eficacia práctica real. En tercer lugar, disposiciones como el régimen sancionatorio y 
los requisitos generales de tramitación no presentan una contradicción evidente con el 
nuevo texto y, por tanto, subsistirían con mayor grado de certeza.

Esta incertidumbre no es un asunto menor desde la perspectiva de la seguridad 
del tráfico mercantil. Mientras no exista un pronunciamiento normativo que precise el 
alcance de la derogatoria, los operadores económicos y sus asesores deberán operar 
bajo un régimen de doble fuente —la Ley de 2026 y el Decreto-Ley de 2014— cuya in-
teracción exacta no resulta evidente a partir del solo texto legal. Una solución razonable 
consistiría en la elaboración, por vía reglamentaria, de una tabla de correspondencias 
que identifique expresamente las disposiciones del régimen de 2014 que se mantienen 
vigentes, cuáles han sido derogadas y cuáles requieren interpretación integradora.

4. Digitalización, interoperabilidad y modernización del tráfico mercantil

Uno de los aspectos potencialmente más relevantes de la Ley Orgánica para la 
Celeridad y Optimización de Trámites Administrativos es su apuesta por la moderniza-
ción tecnológica y la interoperabilidad institucional. La incorporación de mecanismos 
de digitalización y la eliminación de duplicidades administrativas constituyen elemen-
tos que pueden contribuir significativamente a la reducción de costos de transacción y 
a la mejora del clima de negocios.

Sin embargo, el verdadero alcance de estas disposiciones trasciende la mera efi-
ciencia administrativa. La digitalización representa una transformación estructural del 
tráfico jurídico y económico, cuyas consecuencias se proyectan sobre la forma en que 
las sociedades mercantiles se constituyen, operan y se relacionan con terceros y con la 
propia Administración Pública.

4.1. La digitalización como instrumento de modernización económica

La transformación digital constituye uno de los principales factores de moderni-
zación de las economías contemporáneas. La sustitución progresiva de procedimien-
tos presenciales y documentales por sistemas electrónicos permite reducir tiempos de 
respuesta, disminuir costos operativos y facilitar el acceso de los particulares a los 
servicios públicos.
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La Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 
(CNUDMI) ha destacado que la Ley Modelo sobre Comercio Electrónico persigue eli-
minar los obstáculos innecesarios ocasionados al comercio internacional por las insu-
ficiencias y divergencias del derecho interno, así como garantizar la seguridad jurídica 
en el contexto de la utilización del procesamiento automático de datos en el comercio 
internacional. Desde esta perspectiva, y a través del principio de equivalencia funcional 
presente en la propia Ley Modelo, la utilización de medios electrónicos se integra al 
marco jurídico mercantil tradicional sin sustituirlo, respondiendo a las exigencias del 
comercio contemporáneo11.

En el ámbito europeo, la Directiva (UE) 2019/1151 introdujo reformas destina-
das a facilitar la utilización de herramientas y procedimientos digitales en el ámbito del 
Derecho de sociedades, con el objetivo declarado de reducir los costes, el tiempo y las 
cargas administrativas asociadas a la constitución de sociedades y al registro de sucur-
sales, permitiendo la constitución en línea de compañías y la presentación electrónica 
de documentos e información a lo largo de todo el ciclo de vida societario12.

Estas reformas responden a la necesidad de adaptar las estructuras societarias 
tradicionales a un entorno económico crecientemente digitalizado, reduciendo costos y 
aumentando la competitividad. La propia exposición de motivos de la Directiva reco-
noce que la utilización de herramientas digitales puede favorecer la creación de empre-
sas y contribuir al fortalecimiento del mercado interior europeo.

4.2. Interoperabilidad institucional y reducción de cargas 
administrativas

Uno de los problemas que históricamente ha afectado a numerosos sistemas ad-
ministrativos consiste en la fragmentación de la información y la ausencia de meca-
nismos eficaces de coordinación entre organismos públicos. La exigencia reiterada de 
documentos ya emitidos por otros órganos del Estado, la duplicidad de requisitos y la 
falta de comunicación entre distintas dependencias generan cargas innecesarias para 
los particulares y aumentan considerablemente los costos asociados al desarrollo de 
actividades económicas.

11	 Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI), Ley Modelo de la CNUDMI sobre 
Comercio Electrónico con la Guía para su Incorporación al Derecho Interno, 1996, con el nuevo artículo 5 bis aprobado 
en 1998 (Nueva York: Naciones Unidas, 1999), 1–2, 20–22 y 67.

12	 Parlamento Europeo y Consejo de la Unión Europea, Directiva (UE) 2019/1151, de 20 de junio de 2019, por la que se 
modifica la Directiva (UE) 2017/1132 en lo que respecta a la utilización de herramientas y procesos digitales en el ámbito 
del Derecho de sociedades, Diario Oficial de la Unión Europea L 186, 11 de julio de 2019.
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La interoperabilidad institucional persigue precisamente superar estas limita-
ciones mediante el intercambio eficiente de información entre organismos públicos, 
reduciendo la necesidad de que los administrados deban suministrar repetidamente la 
misma documentación. Desde la perspectiva mercantil, ello puede traducirse en bene-
ficios particularmente relevantes para las sociedades y empresas, al facilitar procedi-
mientos relacionados con la constitución de compañías; modificaciones estatutarias; la 
obtención de permisos; la actualización de información corporativa y el cumplimiento 
de obligaciones regulatorias.

La interoperabilidad aparece, así, como una manifestación del principio de bue-
na administración y como un mecanismo destinado a reducir costos de transacción y 
favorecer la eficiencia económica. La ausencia de mecanismos eficaces de intercambio 
de información entre órganos y entes de la Administración Pública constituye uno de 
los factores que históricamente han contribuido a incrementar los costos de transacción 
asociados al ejercicio de la actividad empresarial en Venezuela. En la práctica, los par-
ticulares y las empresas suelen verse obligados a consignar reiteradamente información 
y documentación ante diversos organismos, aun cuando dichos datos ya reposen en 
otras dependencias estatales.

Esta situación se manifiesta particularmente en las relaciones entre los registros 
mercantiles, la administración tributaria, las autoridades municipales, los organismos 
regulatorios y las entidades encargadas de la seguridad social. La fragmentación tecno-
lógica y la falta de interoperabilidad generan duplicidades documentales, incrementan 
los tiempos de respuesta y elevan innecesariamente los costos derivados del cumpli-
miento regulatorio.

Desde la perspectiva mercantil, tales deficiencias repercuten negativamente sobre 
la constitución y formalización de empresas, la actualización de información corporati-
va, la obtención de permisos y autorizaciones y, en general, sobre el desenvolvimiento 
ordinario de la actividad económica. La incorporación en la Ley de mandatos relativos a 
la interoperabilidad y a la coordinación interinstitucional representa, uno de sus aspectos 
potencialmente más relevantes. Sin embargo, como antes ha sido referido, la Ley en co-
mento no desarrolla estándares técnicos de implementación, cronogramas obligatorios 
ni mecanismos permanentes de supervisión y evaluación. Ello genera el riesgo de que la 
interoperabilidad permanezca en el plano de las declaraciones programáticas sin llegar a 
traducirse en transformaciones efectivas de la práctica administrativa.
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4.3. La necesidad de reducir espacios de discrecionalidad 
administrativa

La simplificación administrativa no persigue únicamente la reducción de tiem-
pos y cargas burocráticas. También debe contribuir al fortalecimiento de la seguridad 
jurídica mediante la disminución de espacios de incertidumbre en la actuación de los 
órganos administrativos.

En la práctica, la ausencia de criterios uniformes y de mecanismos efectivos 
de interoperabilidad puede favorecer interpretaciones divergentes respecto de los re-
quisitos exigibles y del alcance de determinadas formalidades, generando respuestas 
distintas frente a situaciones sustancialmente semejantes. Ello resulta particularmente 
sensible en aquellos procedimientos vinculados con la actividad empresarial y con la 
actuación de los registros públicos, en los cuales la previsibilidad constituye un ele-
mento esencial para la protección del tráfico jurídico.

La modernización tecnológica, la interoperabilidad institucional y la digitaliza-
ción integral de los procedimientos pueden contribuir a incrementar la eficiencia admi-
nistrativa y también a limitar márgenes excesivos de discrecionalidad y a favorecer una 
aplicación más uniforme, objetiva y previsible de las normas jurídicas. La verdadera 
simplificación administrativa exige, por tanto, que los particulares puedan conocer an-
ticipadamente los requisitos aplicables y esperar respuestas razonablemente consisten-
tes por parte de los distintos órganos y entes de la Administración Pública.

En este sentido, la simplificación administrativa encuentra una estrecha vincula-
ción con el principio de seguridad jurídica reconocido por la propia Ley. La reducción 
de cargas innecesarias y la utilización de herramientas tecnológicas ciertamente per-
siguen acelerar procedimientos, pero también promover una actuación administrativa 
más transparente, homogénea y compatible con las exigencias de previsibilidad que 
demanda el tráfico mercantil contemporáneo.

4.4. Los desafíos de la transformación digital

No obstante, las ventajas potenciales de la digitalización, la modernización tec-
nológica plantea igualmente importantes desafíos jurídicos. La Ley Orgánica para la 
Celeridad y Optimización de Trámites Administrativos contiene referencias generales 
a la incorporación de tecnologías y a la interoperabilidad institucional, pero no desa-
rrolla aspectos esenciales para garantizar la seguridad jurídica de los procedimientos 
electrónicos.

En particular, la Ley no establece estándares mínimos en materia de autentica-
ción electrónica; conservación documental; ciberseguridad; interoperabilidad técnica; 
protección de datos; ni coordinación expresa con el Decreto-Ley sobre Mensajes de 
Datos y Firmas Electrónicas.
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Esta observación resulta especialmente relevante si se atiende al diagnósti-
co formulado por Zubillaga13 en relación con la digitalización del Registro Mercan-
til venezolano. La autora sostiene que el ordenamiento jurídico nacional ya reconoce 
la equivalencia funcional del documento electrónico, la validez jurídica de la firma 
electrónica certificada y la posibilidad de conformar expedientes electrónicos en sede 
administrativa. Sin embargo, advierte que los mecanismos implementados por el Ser-
vicio Autónomo de Registros y Notarías (SAREN) no han supuesto, en la práctica, una 
auténtica migración al entorno digital, sino una forma de gestión administrativa digital 
de documentos que continúan teniendo naturaleza esencialmente física.

Esta ausencia de impacto práctico resulta especialmente notable si se considera 
que la equivalencia funcional entre documentos físicos y electrónicos constituye uno 
de los pilares fundamentales sobre los cuales descansa la contratación y el comercio 
electrónico. Como señala la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Comercio Electrónico, 
la utilización de medios electrónicos exige mecanismos capaces de garantizar la auten-
ticidad, integridad y accesibilidad de la información14.

4.5. Digitalización y seguridad del tráfico mercantil

La transformación digital no puede analizarse exclusivamente desde una pers-
pectiva tecnológica. La digitalización de procedimientos administrativos y registrales 
debe desarrollarse de manera compatible con los principios tradicionales del Derecho 
Mercantil. La publicidad registral, la autenticidad documental y la protección de terce-
ros continúan siendo elementos esenciales para el adecuado funcionamiento del mer-
cado, con independencia del soporte físico o electrónico utilizado.

En efecto, los procesos exitosos de modernización no sustituyen las garantías 
tradicionales del tráfico jurídico, sino que procuran adaptarlas a las nuevas tecnologías. 
La digitalización no debe entenderse como una alternativa a la seguridad jurídica, sino 
como un instrumento destinado a fortalecerla mediante procedimientos más eficientes, 
transparentes y accesibles.

Las disposiciones de la nueva Ley relativas a la modernización tecnológica y 
a la interoperabilidad institucional representan una oportunidad para avanzar hacia 
una mayor eficiencia administrativa. Sin embargo, el éxito de dicha transformación 

13	 Marianela Zubillaga, «Digitalización del registro mercantil y firma electrónica: ¿Qué es posible hoy en Venezuela y qué 
falta para tener seguridad jurídica digital?», Revista Venezolana de Derecho Mercantil, V Edición Especial, n.º 5 (2026): 
193-194.

14	 Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI), Ley Modelo sobre Comercio 
Electrónico con la Guía para su incorporación al derecho interno (Nueva York: Naciones Unidas, 1999), arts. 6 a 8.
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dependerá de la capacidad del ordenamiento jurídico para integrar las nuevas tecno-
logías sin sacrificar las garantías esenciales que históricamente han caracterizado al 
Derecho Mercantil.

5. El Registro Mercantil como institución de seguridad del tráfico jurídico

La incidencia de la Ley Orgánica para la Celeridad y Optimización de Trámites 
Administrativos sobre el Derecho Mercantil se manifiesta con especial intensidad en el 
ámbito registral. Ello obedece a que el Registro Mercantil constituye una de las insti-
tuciones fundamentales sobre las cuales descansa la seguridad del tráfico jurídico-eco-
nómico. Desde una perspectiva puramente administrativa, el Registro Mercantil podría 
ser percibido como un mecanismo destinado a la recepción y archivo de documentos. 
Sin embargo, esta visión resulta insuficiente. El Registro Mercantil cumple funciones 
de publicidad, cognoscibilidad y oponibilidad que trascienden el ámbito burocrático 
y se proyectan directamente sobre la protección de terceros y la estabilidad del tráfico 
económico.

5.1. El Registro Mercantil como instrumento de publicidad jurídica

La publicidad registral es presupuesto indispensable para el adecuado funciona-
miento del mercado pues responde a la necesidad de proporcionar seguridad a las rela-
ciones comerciales y de proteger la confianza de quienes se vinculan con el empresario. 
Es por ello que el Registro Mercantil constituye un instrumento esencial para asegurar 
la cognoscibilidad de determinadas situaciones jurídicas cuya publicidad resulta nece-
saria para la protección del tráfico. La publicidad registral permite a terceros conocer 
circunstancias de especial relevancia, entre ellas:

•	 la constitución de sociedades;
•	 las modificaciones estatutarias;
•	 la designación y remoción de administradores;
•	 la representación de la compañía;
•	 los aumentos y reducciones de capital;
•	 las transformaciones, fusiones y escisiones;
•	 y los procesos de disolución y liquidación.

La cognoscibilidad de estas situaciones contribuye a reducir la incertidumbre 
y a generar un entorno de confianza indispensable para el desarrollo de las relaciones 
económicas.
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5.2. La función económica del Registro Mercantil

La relevancia del Registro Mercantil no se limita a la producción de efectos jurí-
dicos. Se ha afirmado previamente que la publicidad registral constituye un mecanismo 
destinado a garantizar la transparencia del tráfico mercantil y la protección de terceros, 
permitiendo que quienes se relacionan con las sociedades puedan actuar sobre la base 
de información jurídicamente relevante.

La función del Registro Mercantil consiste en proporcionar seguridad al tráfico 
y favorecer la confianza de quienes participan en las relaciones comerciales. La di-
mensión económica de esta institución resulta evidente. La existencia de información 
accesible y confiable reduce las brechas informativas y disminuye los riesgos asociados 
a las transacciones comerciales. En consecuencia, la publicidad registral constituye una 
herramienta destinada a reducir costos de transacción y a fortalecer el funcionamiento 
eficiente del mercado.

5.3. Simplificación administrativa y preservación de las garantías 
registrales

La simplificación administrativa y la digitalización de procedimientos represen-
tan objetivos legítimos y compatibles con las exigencias del Derecho Mercantil. La re-
ducción de formalidades innecesarias, la interoperabilidad institucional y la utilización 
de medios electrónicos pueden contribuir a disminuir tiempos de respuesta y costos 
operativos, favoreciendo la actividad empresarial.

Sin embargo, la búsqueda de una mayor celeridad no puede traducirse en una 
disminución de las garantías que justifican la existencia del Registro Mercantil. La au-
tenticidad de los documentos, la certeza sobre la representación de las sociedades y la 
adecuada publicidad de los actos sujetos a inscripción constituyen elementos esenciales 
para la protección de acreedores, inversionistas y terceros en general. La simplificación 
administrativa debe orientarse a eliminar obstáculos innecesarios, pero no a debilitar 
las funciones jurídicas y económicas inherentes al sistema registral.

La evolución reciente del Registro Mercantil venezolano evidencia un proceso 
de descodificación que ha derivado en sobrerregulación, ampliación de controles y 
utilización de conceptos jurídicos indeterminados, lo cual incrementa el margen de 
intervención del registrador mercantil sobre la voluntad del comerciante. Esta situación 
exige reglas claras, abstractas y previsibles que delimiten la función registral y contri-
buyan a un entorno de negocios más confiable para la inversión.
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5.4. La simplificación administrativa como instrumento de 
fortalecimiento del tráfico mercantil

La verdadera modernización del sistema registral no exige la desaparición de 
controles ni la reducción de la seguridad jurídica. Por el contrario, un Registro Mercan-
til eficiente constituye uno de los principales instrumentos para favorecer: la inversión; 
el acceso al crédito; la transparencia corporativa; la protección de acreedores; la forma-
lización empresarial; y la competitividad económica.

La simplificación administrativa y la digitalización pueden contribuir significati-
vamente a alcanzar estos objetivos. Ello exige comprender que la función del Registro 
Mercantil trasciende el ámbito puramente administrativo y se encuentra íntimamente 
vinculada con la protección del tráfico jurídico. La Ley Orgánica para la Celeridad y 
Optimización de Trámites Administrativos debe interpretarse de forma compatible con 
las funciones históricas del Registro Mercantil. La reducción de cargas burocráticas 
constituye un objetivo legítimo, pero la eficiencia administrativa no puede alcanzar-
se sacrificando las exigencias de publicidad, cognoscibilidad y oponibilidad sobre las 
cuales descansa la seguridad del tráfico mercantil. El éxito de los procesos de simpli-
ficación administrativa dependerá, en última instancia, de su capacidad para fortalecer 
—y no debilitar— las instituciones que hacen posible el funcionamiento ordenado y 
confiable del mercado.

6. De la institucionalidad normativa a la implementación efectiva: 
el desafío de la ejecución técnica

Uno de los aspectos más relevantes de la Ley Orgánica para la Celeridad y Op-
timización de Trámites Administrativos consiste en la supresión del Instituto Nacional 
para la Gestión Eficiente de Trámites y Permisos (INGETYP), prevista en sus dispo-
siciones transitorias. Sin embargo, el análisis de esta decisión exige distinguir entre la 
institucionalidad concebida normativamente y la existencia de una institucionalidad 
efectivamente operativa. En concreto, las disposiciones transitorias Segunda y Tercera 
ordenan la supresión y liquidación del INGETYP dentro de un plazo máximo de ciento 
ochenta (180) días, sin regular, sin embargo, el destino del personal ni del patrimonio 
del Instituto, el órgano que asumirá sus funciones pendientes, ni el régimen de transi-
ción aplicable a los expedientes en trámite.

El Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Simplificación de Trámites Ad-
ministrativos de 2014 creó al INGETYP como autoridad nacional unificada en materia 
de simplificación administrativa y lo dotó de personalidad jurídica y patrimonio propio. 
Asimismo, le atribuyó funciones de rectoría, supervisión, control y coordinación del 
Sistema Nacional de Trámites Administrativos (SISTRAD).
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Desde una perspectiva estrictamente normativa, el modelo de 2014 respondía a 
una concepción institucional de la simplificación administrativa. El legislador no solo 
estableció principios y procedimientos, sino que diseñó una estructura administrativa 
especializada destinada a garantizar su ejecución.

La existencia formal de una institución no implica necesariamente su consolida-
ción práctica. La información públicamente disponible no permite afirmar con certeza 
que el INGETYP haya llegado a desarrollarse como una autoridad técnica con un grado 
significativo de operatividad y protagonismo institucional; más que la desaparición de 
una autoridad especializada, la nueva Ley parece confirmar las limitaciones prácticas 
del modelo diseñado en 2014.

La Ley de 2026 sustituye ese esquema por un sistema esencialmente programá-
tico, basado en las potestades atribuidas al Presidente de la República, en la Comisión 
Nacional para la Celeridad y Optimización de Trámites y Procedimientos Administra-
tivos y en las unidades responsables de intercambio de información existentes en cada 
órgano y ente de la Administración Pública. Esta sustitución no resulta, sin embargo, 
funcionalmente equivalente dado que la Comisión Nacional, prevista en el artículo 7 
de la Ley, es un órgano de naturaleza estrictamente consultiva, circunscrito a evaluar y 
proponer medidas de simplificación, sin potestades normativas, de control ni sanciona-
torias, y sin personalidad jurídica ni patrimonio propio. El INGETYP, por el contrario, 
contaba con personalidad jurídica, patrimonio propio, directorio y un conjunto amplio 
de competencias específicas de rectoría, supervisión y sanción.

La cuestión fundamental, desde la perspectiva del Derecho Mercantil, no radica 
tanto en la desaparición del INGETYP como en determinar si el nuevo modelo será 
capaz de generar una capacidad técnica efectiva que permita alcanzar los objetivos de 
simplificación y modernización administrativa. La Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económicos (OCDE) ha señalado que las políticas de mejora regulatoria 
exigen la adopción de un enfoque de gobierno integrado (whole-of-government), soste-
nido en mecanismos institucionales y organismos de supervisión capaces de coordinar 
la actuación de los distintos niveles y agencias de gobierno, evitar la duplicación o 
conflicto de regulaciones, y asegurar la coherencia de las reformas regulatorias15.

El principal desafío de la nueva Ley no consiste en reemplazar una institucio-
nalidad preexistente, sino en evitar que la simplificación administrativa permanezca 
en el plano de las aspiraciones normativas y se traduzca efectivamente en resultados 
concretos para los ciudadanos y para la actividad empresarial.

15	 Organisation for Economic Co-operation and Development (OECD), Recommendation of the Council on Regulatory 
Policy and Governance (Paris: OECD Publishing, 2012), 7–8, 12, 32, https://doi.org/10.1787/9789264209022-en.
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La experiencia internacional permite advertir que los procesos exitosos de sim-
plificación administrativa suelen apoyarse en autoridades técnicas permanentes, con 
competencias claras para coordinar a los distintos órganos de la Administración, es-
tablecer estándares comunes y evaluar periódicamente los resultados de las reformas 
implementadas. Ello no significa que Venezuela deba reproducir necesariamente el 
modelo institucional previsto en el Decreto-Ley de 2014 ni restablecer el INGETYP 
bajo la misma configuración jurídica. Significa, más bien, que la complejidad inhe-
rente a la interoperabilidad, la transformación digital y la mejora regulatoria exige al-
gún mecanismo permanente de coordinación técnica cuya ausencia difícilmente pueda 
suplirse únicamente mediante habilitaciones reglamentarias o comisiones de carácter 
consultivo.

En consecuencia, el debate no debería centrarse en la permanencia o desapari-
ción de un determinado órgano administrativo, sino en la necesidad de asegurar que 
exista una capacidad institucional suficiente para garantizar la continuidad, coherencia 
y evaluación de las políticas públicas de simplificación administrativa. Ese parece ser, 
precisamente, uno de los principales desafíos que deja planteados la nueva Ley.

7. Derecho comparado: simplificación administrativa, digitalización 
y constitución de sociedades

La tendencia hacia la simplificación administrativa y la digitalización de 
procedimientos vinculados con la actividad empresarial no constituye un fenómeno 
exclusivamente venezolano. Por el contrario, durante las últimas décadas numerosos 
ordenamientos han desarrollado mecanismos destinados a reducir cargas regulatorias, 
favorecer la constitución de empresas y mejorar la interacción entre los particulares y 
la Administración Pública.

La experiencia comparada demuestra que las políticas de simplificación admi-
nistrativa han sido concebidas como instrumentos para fortalecer la competitividad 
económica, reducir costos de transacción y promover la formalización empresarial, sin 
que ello implique necesariamente una disminución de las garantías propias del tráfico 
jurídico.

7.1. La experiencia europea y la digitalización del Derecho de sociedades

La Unión Europea ha impulsado un proceso progresivo de modernización del 
Derecho societario orientado a facilitar la utilización de herramientas digitales y redu-
cir obstáculos para la creación y el funcionamiento de las empresas a lo largo de todo 
su ciclo de vida. En este contexto, la Directiva (UE) 2019/1151 —antes referida— in-
trodujo importantes modificaciones a la Directiva (UE) 2017/1132 con el propósito de 
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permitir la constitución en línea de sociedades y la realización electrónica de diversos 
actos corporativos16.

La reforma, adoptada sobre la base del artículo 50 del Tratado de Funciona-
miento de la Unión Europea —relativo a la libertad de establecimiento—, parte de 
la premisa según la cual la digitalización constituye un instrumento para fomentar la 
competitividad de las sociedades, permitiendo que estas puedan constituirse mediante 
procedimientos íntegramente electrónicos y persiguiendo reducir los costes, el tiempo 
y las cargas administrativas asociados al inicio de actividades empresariales.

Sin embargo, la propia Directiva reconoce la necesidad de preservar mecanismos 
adecuados de control destinados a garantizar la autenticidad de los documentos y la 
protección de terceros, al disponer expresamente que los requisitos nacionales relati-
vos a la autenticidad, exactitud, fiabilidad y credibilidad de la información no se verán 
afectados por su implementación. De ello puede concluirse que la digitalización, en el 
diseño de esta Directiva, no supone una eliminación de las garantías tradicionales del 
Derecho Mercantil, sino una adaptación de estas a nuevos entornos tecnológicos.

7.2. El modelo español y la constitución telemática de sociedades

España constituye uno de los ejemplos más relevantes de modernización regis-
tral y simplificación administrativa en materia societaria. La Ley 14/201317, de apoyo a 
los emprendedores y su internacionalización, incorporó mecanismos dirigidos a facili-
tar la constitución telemática de sociedades mediante el Documento Único Electrónico 
(DUE), los Puntos de Atención al Emprendedor (PAE, art. 13) y el sistema de trami-
tación telemática del Centro de Información y Red de Creación de Empresas (CIRCE, 
art. 13.3).

La finalidad de estas reformas fue reducir tiempos y costes asociados al inicio 
de actividades empresariales, objetivo que la Ley instrumenta mediante plazos admi-
nistrativos perentorios medidos en horas —seis horas para la calificación e inscripción 
registral (art. 15.5.a), doce horas para la cita notarial (art. 15.3.c)— y mediante exen-
ciones arancelarias específicas (art. 15.9; disposición adicional décima).

El modelo español preservó plenamente la intervención notarial y registral. 
El notario conserva su función de autorización y control de legalidad de la escritura 
(art. 15.4.a), y el registrador mercantil mantiene íntegra su facultad calificadora, 

16	 Parlamento Europeo y Consejo de la Unión Europea, Directiva (UE) 2019/1151, de 20 de junio de 2019, Diario Oficial 
de la Unión Europea L 186, 11 de julio de 2019.

17	 España, Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, Boletín Oficial del 
Estado n.º 233, de 28 de septiembre de 2013.
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pudiendo extender nota de calificación negativa pese a la tramitación telemática (art. 
15.7). Ello evidencia que la simplificación administrativa no exige la eliminación de 
instituciones tradicionales del Derecho Mercantil, sino la optimización tecnológica de 
sus procedimientos.

La experiencia española demuestra, que es posible compatibilizar la celeridad 
administrativa con la protección de terceros y la seguridad del tráfico jurídico. Como 
reconoce el propio Preámbulo de la Ley 14/2013 respecto del Emprendedor de Respon-
sabilidad Limitada, «la operatividad de la limitación de responsabilidad queda condi-
cionada a la inscripción y publicidad a través del Registro Mercantil y el Registro de la 
Propiedad», subordinando la agilidad procedimental al mantenimiento de la publicidad 
registral como presupuesto de oponibilidad frente a terceros.

7.3. La experiencia chilena

Otro ejemplo relevante se encuentra en Chile, donde la Ley N.º 20.65918 creó un 
régimen simplificado de constitución, modificación, transformación, fusión, división, 
terminación y disolución de ocho tipos de personas jurídicas (art. 2°) mediante un Re-
gistro de Empresas y Sociedades íntegramente electrónico, único, público y gratuito 
(art. 11). El sistema, conocido popularmente como «Empresa en un Día», sustituye las 
formalidades tradicionales de inscripción en el Registro de Comercio y publicación en 
el Diario Oficial por la sola incorporación electrónica del formulario respectivo (art. 
21), con incorporación automática al Registro y asignación simultánea de Rol Único 
Tributario desde el momento en que se completan las firmas requeridas (art. 13).

Sin embargo, la simplificación no implicó la desaparición del régimen societario 
tradicional, que continúa coexistiendo con el sistema electrónico pues la adhesión es 
enteramente voluntaria (art. 1°), la propia ley define y regula la «migración» entre am-
bos sistemas en ambos sentidos (art. 3° N° 5; Título VII), y el régimen general opera 
como sistema por defecto al que deben retornar obligatoriamente las personas jurídicas 
que dejen de cumplir los requisitos del régimen simplificado (art. 19). Asimismo, la 
intervención notarial se mantiene para quienes carecen de firma electrónica avanza-
da (art. 9°) y las certificaciones emitidas conservan valor probatorio de instrumento 
público y constituyen título ejecutivo (art. 22), preservando así la publicidad como 
condición de oponibilidad frente a terceros (art. 19, inciso final). De esta manera, el 
ordenamiento chileno optó por ampliar las alternativas disponibles para los particulares 
sin sacrificar la seguridad jurídica ni las garantías inherentes al tráfico mercantil.

18	 Chile, Ley N.º 20.659, de 23 de enero de 2013, que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de 
las sociedades comerciales, Diario Oficial de la República de Chile, 8 de febrero de 2013.
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7.4. Algunas enseñanzas para Venezuela

El análisis comparado permite extraer algunas conclusiones relevantes para el 
caso venezolano. En primer lugar, los procesos exitosos de simplificación administra-
tiva se apoyan en una institucionalidad técnica sólida y en una estrategia gradual de 
implementación.

En segundo lugar, la digitalización y la interoperabilidad constituyen instrumen-
tos para fortalecer la actividad empresarial, pero requieren marcos normativos comple-
mentarios en materia de autenticación electrónica, conservación documental y protec-
ción de datos.

En tercer lugar, la experiencia comparada demuestra que la reducción de cargas 
burocráticas no exige sacrificar las funciones tradicionales del Registro Mercantil ni 
los mecanismos destinados a proteger la confianza de terceros. Puede observarse que 
la simplificación administrativa y la digitalización registral representan tendencias glo-
bales compatibles con los principios clásicos del Derecho Mercantil. La clave del éxito 
de estas reformas no reside en la eliminación de las instituciones existentes, sino en su 
adaptación a las nuevas exigencias tecnológicas y económicas.

En cuarto lugar, el desarrollo reglamentario debería incorporar mecanismos de 
consulta obligatoria con cámaras de comercio, gremios y demás sectores afectados con 
carácter previo a la adopción de decretos que modifiquen trámites empresariales, así 
como un inventario nacional de trámites administrativos que sirva de base técnica para 
su progresiva optimización. Ambos instrumentos, ausentes del texto de la Ley, contri-
buirían a mitigar el riesgo de que las amplias potestades conferidas al Presidente de la 
República se ejerzan sin la participación de los operadores económicos directamente 
afectados por las medidas de simplificación.

La Ley Orgánica para la Celeridad y Optimización de Trámites Administrativos 
puede constituir una oportunidad para avanzar hacia una mayor eficiencia administrati-
va y una mejor inserción de Venezuela en las tendencias contemporáneas de moderni-
zación del tráfico mercantil, siempre que el desarrollo reglamentario y la implementa-
ción práctica de sus disposiciones logren armonizar la innovación tecnológica con las 
exigencias tradicionales de seguridad jurídica.

La búsqueda de una mayor eficiencia administrativa no puede conducir a la 
desnaturalización de aquellas instituciones que históricamente han servido de soporte 
a la libertad económica y a la seguridad del tráfico jurídico, mucho menos debe 
utilizarse como argumento para desviarse de los medios constitucionales de producción 
normativa. Como se ha señalado, la reserva legal mercantil constituye una garantía 
destinada a asegurar que las regulaciones que afectan al comerciante y a la actividad 
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empresarial sean producto de procesos legislativos transparentes, participativos y 
compatibles con los principios constitucionales que protegen la libertad económica y 
la iniciativa privada19.

Desde una perspectiva de análisis económico del Derecho, la reducción de costos 
de transacción constituye uno de los principales objetivos de las instituciones jurídicas 
vinculadas al tráfico mercantil. Se ha señalado que las normas jurídicas y las estructu-
ras institucionales cumplen una función coordinadora que permite disminuir la incer-
tidumbre y facilitar la cooperación entre los agentes económicos, favoreciendo así el 
desarrollo de los intercambios voluntarios y la eficiencia del mercado20. En este senti-
do, la simplificación administrativa y la interoperabilidad institucional pueden ser com-
prendidas como mecanismos orientados a reducir fricciones innecesarias y a fortalecer 
la seguridad jurídica requerida para el desenvolvimiento de la actividad empresarial.

El análisis precedente permite advertir que la Ley Orgánica para la Celeridad 
y Optimización de Trámites Administrativos trasciende el ámbito tradicional del De-
recho Administrativo. Sus efectos potenciales alcanzan instituciones esenciales para 
la organización de la actividad económica, la constitución y funcionamiento de las 
sociedades mercantiles y la seguridad del tráfico jurídico. Ello confirma que la simpli-
ficación administrativa no constituye una cuestión meramente procedimental, sino un 
fenómeno con profundas implicaciones para el Derecho Mercantil contemporáneo, en 
la medida en que condiciona la forma en que los operadores económicos interactúan 
con el Estado y desarrollan sus actividades empresariales.

CONCLUSIONES

La promulgación de la Ley Orgánica para la Celeridad y Optimización de Trá-
mites Administrativos constituye uno de los esfuerzos más recientes dirigidos a racio-
nalizar la actuación administrativa y reducir las cargas burocráticas que inciden sobre 
la actividad económica. Si bien se trata de un cuerpo normativo ubicado primordial-
mente en el ámbito del Derecho Administrativo, sus efectos potenciales se proyectan 
directamente sobre instituciones y relaciones jurídicas tradicionalmente vinculadas al 
Derecho Mercantil.

19	 Diego Thomás Castagnino, «El principio de la reserva legal en materia mercantil», Revista de la Facultad de Derecho, 
n.° 75 (2020-2021): 404-405.

20	 Diego Thomás Castagnino, «El análisis económico del derecho desde la Escuela Austríaca y sus implicaciones en el 
derecho mercantil contemporáneo», Revista Venezolana de Derecho Mercantil, n.º 14 (2025): 35-56.
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La simplificación administrativa no constituye un objetivo ajeno al Derecho 
Mercantil. Por el contrario, la reducción de costos de transacción, la disminución de 
cargas innecesarias y la mejora de la eficiencia institucional favorecen la actividad em-
presarial y contribuyen al fortalecimiento de la competitividad económica. La moder-
nización administrativa y la protección del tráfico mercantil no constituyen finalidades 
contrapuestas, sino objetivos complementarios.

La nueva Ley representa, además, un cambio de paradigma respecto del modelo 
adoptado por el Decreto-Ley de Simplificación de Trámites Administrativos de 2014. 
Mientras este último respondía a una lógica predominantemente institucional y proce-
dimental, la regulación de 2026 se caracteriza por su naturaleza programática y por el 
papel central que atribuye al desarrollo reglamentario posterior. El verdadero alcance 
de la reforma dependerá, en gran medida, de la calidad técnica de los instrumentos 
que se dicten para su ejecución y de la capacidad institucional para hacer efectivos sus 
objetivos.

Desde la perspectiva mercantil, la incorporación expresa de la seguridad jurídica 
y el respeto a la reserva legal constituyen refuerzos relevantes en esta materia. Tales 
principios permiten afirmar que la simplificación administrativa no puede traducirse 
en una modificación indirecta de aquellas instituciones cuya regulación corresponde al 
legislador y cuya existencia responde a exigencias propias de la seguridad del tráfico 
jurídico.

La publicidad registral, la constitución de sociedades, la representación de las 
compañías, los mecanismos de protección de terceros y, en general, las instituciones 
fundamentales del Derecho Mercantil, no constituyen simples formalidades adminis-
trativas susceptibles de ser eliminadas indiscriminadamente. Su existencia obedece a 
finalidades económicas y jurídicas vinculadas con la transparencia, la confianza y la 
previsibilidad que exige el funcionamiento del mercado.

La digitalización y la interoperabilidad institucional representan, probablemente, 
uno de los aspectos con mayor potencial transformador de la nueva Ley. La experiencia 
comparada demuestra que la incorporación de herramientas tecnológicas puede contri-
buir significativamente a reducir tiempos de respuesta, facilitar la formalización em-
presarial y mejorar el clima de negocios. Sin embargo, la modernización tecnológica no 
debe perseguirse a expensas de las garantías tradicionales de autenticidad, publicidad y 
protección de terceros que caracterizan al Derecho Mercantil.

Por otra parte, el análisis de la supresión del INGETYP pone de manifiesto que 
la eficacia de las políticas de simplificación administrativa depende no solo de la cali-
dad de las normas jurídicas, sino también de la existencia de capacidades instituciona-
les suficientes para asegurar su implementación. El principal desafío de la nueva Ley 
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consiste en la necesidad de construir mecanismos efectivos que permitan transformar 
las declaraciones programáticas en resultados concretos para los ciudadanos y para el 
sector empresarial.

En definitiva, el éxito de la Ley Orgánica para la Celeridad y Optimización de 
Trámites Administrativos debe medirse no por la amplitud de las potestades atribuidas 
al Ejecutivo ni por el número de principios enunciados en su texto, sino por su capaci-
dad para reducir efectivamente las cargas burocráticas, fortalecer la seguridad jurídica 
y contribuir a la creación de un entorno institucional más favorable para el desarrollo 
de la actividad económica.

La simplificación administrativa debe reforzar la seguridad del tráfico mercantil. 
La verdadera modernización del Estado implica lograr que las garantías jurídicas, por 
una parte, y la celeridad administrativa, por la otra, convivan armónicamente al servi-
cio de la empresa, del mercado y de la confianza que hace posible el desenvolvimiento 
de las relaciones económicas.
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